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Resumen ejecutivo 

Al inicio de la pandemia del Covid-19, el Banco Mundial (BM) 
dejó en claro que iba a utilizar la crisis para promover su visión 
de desarrollo e implementar unas reformas estructurales 
de gran alcance, especialmente aquellas alineadas con la 
promoción de “soluciones para el sector privado”. También 
dejó claro que su respuesta a la covid-19 se basaría en el 
Financiamiento para Políticas de Desarrollo (FPD).

El FPD proporciona apoyo presupuestario a los gobiernos 
de los países en desarrollo con condiciones adjuntas que 
especifican la adopción de reformas normativas y regulatorias 
específicas. En cada documento del programa, esto se traduce 
en ‘acciones previas’ que a menudo están estrechamente 
alineadas con las condicionalidades políticas incluidas en los 
préstamos del FMI. El volumen de la cartera de FPD alcanzó 
los USD 17.400 millones en el Ejercicio Fiscal (EF) 2020 y los 
USD 17.800 millones en el EF21 (30% y 27% del total de los 
préstamos, respectivamente), de USD 11 mil millones en 2019.

Esto disparó las alarmas en toda la sociedad civil, que ha 
cuestionado durante mucho tiempo el uso del FPD por el 
tipo de reformas políticas impulsadas en los países, y el uso 
de condicionalidades como forma de ejercer una influencia 
indebida sobre la formulación de políticas nacionales. 
Al mismo tiempo, el BM ha publicado las conclusiones 
de investigaciones que exponen el uso extensivo de la 
manipulación de datos, mala conducta ética y conflicto de 
intereses en la producción de su emblemático Informe Doing 
Business [Haciendo Negocios], que clasificaba a los países de 
acuerdo con la facilidad con la que el sector privado podía 
operar en ellos. Esto incluyó la asistencia técnica prestada 
a los países en desarrollo antes de la publicación del Informe. 

Este documento investiga el uso del FPD en la respuesta 
del BM a la Covid-19. Analiza una base de datos de 90 
Operaciones para Políticas de Desarrollo (OPD) y sus 
acciones previas aprobadas entre enero de 2020 y abril de 
2021 en 64 países. También revisa las preocupaciones de 
la sociedad civil sobre el uso del FPD por parte del BM a la 
luz de la evidencia y contribuye a un debate sobre el uso del 
apoyo presupuestario por parte del BM en el contexto de la 
recuperación de la Covid-19 y más allá.

Resultados

Se comprometieron un total de USD 22.940 millones para 
las 90 OPD analizadas, que incluyeron un total de 650 
acciones previas. De las 90 OPD, 45 estaban relacionados 
con la Covid-19. El análisis concluye que hasta ahora el 
BM ha perdido la oportunidad de romper con el pasado y 
tener un rol verdaderamente progresista y transformador 
para ayudar a los países a reconstruir sus economías en el 
contexto de la recuperación de la Covid-19 y la transición 
climática. Esto es evidente en el tipo de políticas promovidas 
y la continua dependencia de las condicionalidades políticas 
como instrumento para influir en la formulación de políticas 
nacionales, que no toma debidamente en cuenta su impacto 
en la pobreza, la desigualdad y los derechos humanos. Este 
uso del FPD afianza una forma de provocar un cambio que se 
basa en dinámicas del poder neocolonial, con instituciones 
internacionales en el Norte Global que siguen ocupando el 
espacio político de los países en desarrollo.

Asesoramiento fiscal y política macroeconómica. Hay una 
alineación cada vez mayor entre las OPD relacionadas con 
reformas de política macroeconómica y asesoramiento en 
materia de políticas del FMI, debido al creciente número de 
países que recibieron asistencia financiera de emergencia del 
FMI durante la pandemia. En nuestra muestra, 53 de los 64 
países tenían un acuerdo de préstamo con el FMI y 49 países 
habían recurrido al FMI para obtener asistencia financiera 
desde el inicio de la pandemia del Covid-19.

Las acciones previas en varias OPD prescribieron, directa o 
indirectamente, medidas de consolidación fiscal totalmente 
en línea con los préstamos del FMI, incluso en al menos seis 
países con OPD relacionadas con la Covid-19. En al menos 
cuatro países, las acciones previas indican explícitamente 
la necesidad de un gasto fiscal más ajustado a través de 
recortes en la masa salarial del sector público y, en un caso, 
recortes en el gasto sanitario en medicamentos.
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Desarrollo del sector privado y apoyo al sector empresarial 
en la recuperación de la Covid-19. El FPD se está utilizando 
para promover un mayor papel del sector privado, en 
consonancia con el Doing Business y el enfoque Maximizar 
el financiamiento para el desarrollo. La mayoría de las 90 
OPD, incluyendo la mitad de las 45 OPD relacionadas con la 
Covid-19, prescribieron acciones previas dirigidas a apoyar 
a las empresas y desarrollar al sector privado. Las medidas 
más comunes prescritas para responder a la crisis fueron: 
medidas de desgravación fiscal, seguidas de medidas para 
proporcionar liquidez a las empresas. Mientras que en la 
mayoría de los casos hubo un enfoque explícito en las micro, 
pequeñas y medianas empresas (MPYME), las medidas 
prescritas no tratan de corregir el sesgo en las estructuras 
tributarias de los países en desarrollo contra las MPYME y 
en favor de grandes corporaciones (a menudo extranjeras). 
También hacen poco por canalizar las subvenciones a las 
empresas y carecen de un enfoque explícito en apoyo de las 
empresas y los trabajadores del sector informal.

Asociaciones público privadas (APP) y privatización en 
el sector de los servicios públicos. En nuestra muestra, 
las acciones previas continuaron orientadas a mejorar 
la participación de los actores privados en el sector de 
los servicios públicos y de los activos públicos, sin tener 
en cuenta las posibles consecuencias negativas de la 
privatización sobre los derechos humanos. Este fue el 
caso tanto de las OPD relacionadas y no relacionadas con 
la Covid-19. Las medidas más comúnmente prescritas 
incluyeron: la adopción de nuevos aranceles (más altos) y 
la reestructuración de la deuda de las empresas públicas, 
con el Estado absorbiendo las pérdidas; el otorgamiento 
de concesiones y licencias; la adopción de políticas de 
competencia y las reformas para promover el uso de APP.

Protección social y salud. Varias de las OPD examinadas tenían 
un enfoque evidente en medidas para la protección social y la 
salud, pero no desincentivaron el uso de la focalización en la 
protección social y las tarifas de los usuarios en salud pública. 
Alrededor de la mitad (22 de 45) de las OPD relacionadas con 
la Covid-19 que incluían acciones previas prescribían reformas 
de protección social, como la expansión de sistemas o la 
introducción de nuevos fondos ad hoc y temporales, lo que 
enfatiza la cobertura insuficiente e inadecuada de sistemas de 
segmentación preexistentes. Con respecto a la salud, la mayoría 
de las acciones previas se relacionaban con la adopción de 
medidas para fortalecer la preparación y respuesta ante una 
pandemia, pero hicieron poco hincapié en el fortalecimiento 
integral de los sistemas de salud pública, incluso mediante la 
eliminación de las barreras de financiamiento para el acceso a 
la salud, o abordando el tema de los trabajadores de la salud.

Igualdad de género y derechos de las mujeres. Ninguna 
de las 90 OPD examinadas tuvo en cuenta, ni adoptó las 
medidas adecuadas para mitigar, el impacto específico de su 
asesoramiento en materia de política macroeconómica en 
las mujeres. Se identificaron solo 14 acciones previas en 10 
países directamente relacionadas con la igualdad de género y 
los derechos de las mujeres. Varias OPD impulsaban reformas 
de política macroeconómica que probablemente tengan 
impacto principalmente negativo en las mujeres, por ejemplo, 
la eliminación de subsidios a la gasolina o recortes en la masa 
salarial del sector público, sin evaluación de su impacto de 
género ni prescripciones de medidas para mitigarlo. 

La transición energética y la hipocresía de las 
condicionalidades verdes. El FPD aún está lejos de 
proporcionar asesoramiento político coherente con el logro 
de una transición energética justa desde los combustibles 
fósiles hacia las energías renovables. En nuestra muestra, en 
al menos dos países hubo acciones previas que prescribieron 
reformas institucionales para fortalecer el entorno propicio 
para la inversión en el sector de hidrocarburos. En al menos 
tres países, la carga de reducir las emisiones recae sobre 
el consumidor, a través de la eliminación de los subsidios a 
los combustibles fósiles. Finalmente, varias OPD incluyeron 
acciones previas para fortalecer el sector de las energías 
renovables mediante la participación del sector privado, 
pero con poca atención al aumento de la inversión pública en 
energías renovables. 

Transparencia, rendición de cuentas y apropiación 
democrática. El FPD mantiene un enfoque parcial e 
inconsistente en temas de transparencia y rendición de 
cuentas. En este sentido, se centra en el BM y sus accionistas, 
haciendo hincapié en la transparencia de la gestión fiscal y 
de la deuda y en la corrupción estatal nacional, pero descuida 
la corrupción privada y la corrupción transnacional, así 
como la rendición de cuentas y la supervisión ciudadana. En 
nuestra muestra, en solo tres países las acciones previas se 
han centrado en mejorar la transparencia fiscal y la rendición 
de cuentas hacia los ciudadanos, y en solo dos países las 
acciones previas se referían a la evasión fiscal y a los flujos 
financieros ilícitos. Los pobres registros de la participación 
de las partes interesadas y la rendición de cuentas y 
supervisión ciudadana desafían el propósito del apoyo 
presupuestario y debilitan la apropiación de las reformas por 
parte de los países.
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Recomendaciones

Las conclusiones incluidas en este documento nos llevan a 
pedir una revisión sustantiva del uso del FPD por parte del 
BM. Para evitar la promoción una agenda política sesgada, 
el BM debería revisar su política operativa sobre el FPD y 
adoptar una política que respete la apropiación democrática. 
Esto requiere que el Banco: 

i.	 minimice el uso de acciones previas;

ii.	 ponga fin al uso de las condicionalidades de política 
económica, en particular cuando se centran en la 
consolidación fiscal y la mejora del papel del sector 
privado en la prestación de servicios públicos;

iii.	 aumente las consultas significativas con una gama 
más amplia de partes interesadas, incluidas las 
organizaciones de la sociedad civil, los sindicatos y las 
organizaciones de derechos de las mujeres;

iv.	 promueva reformas que se centren explícitamente 
en fortalecer la supervisión pública y la participación 
ciudadana en la rendición de cuentas fiscal;

v.	 fortalezca la evaluación de la pobreza y el impacto 

social del FPD incluyendo el desarrollo de una política de 

derechos humanos y una metodología de evaluación de 

impacto, que se aplicará tanto a los proyectos como a los 

préstamos para políticas;

vi.	 adopte medidas para aumentar la transparencia y 

rendición de cuentas del FPD, con el fin de capacitar a 

los ciudadanos y la sociedad civil para supervisar los 

proyectos del FPD y su impacto en la política pública.

El BM también debería llevar adelante urgentemente una 

nueva actualización de la Retrospectiva del Financiamiento 

para Políticas de Desarrollo, para evaluar su contribución 

a los objetivos del BM de erradicar la pobreza y mejorar la 

prosperidad compartida. 

Finalmente, para recuperar credibilidad y legitimidad, el BM 

debe llevar a cabo una revisión profunda de la forma en que 

realiza su investigación y cómo la traduce en asesoramiento 

político, incluido el uso de las condicionalidades y la 

asistencia técnica remunerada y no remunerada.
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1.Introducción

“[La pandemia] es un portal, una puerta de entrada entre 
un mundo y el siguiente.”

Arundhati Roy, 3 de abril de 20211

“Los países tendrán que implementar reformas 
estructurales para ayudar a acortar el tiempo de 
recuperación y crear confianza en que la recuperación 
puede ser fuerte. En el caso de países que tienen 
como obstáculos regulaciones excesivas, subsidios, 
regímenes de licencias, protección comercial o 
litigiosidad, trabajaremos con ellos para fomentar los 
mercados, las opciones y acelerar las perspectivas de 
crecimiento durante la recuperación.”

David Malpass, presidente del Banco Mundial, intervención 
frente a los ministros de Finanzas del G20, marzo de 20202

Por un breve momento, muchos creyeron que la pandemia 
del Covid-19 podría ser una oportunidad para romper con 
el pasado, repensar nuestro modelo económico, tener el 
coraje de adoptar los cambios profundos necesarios para 
hacer frente a las crisis climáticas y de desigualdad que 
enfrenta el mundo y avanzar hacia el logro de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible.3 

Por desgracia, el viento de cambio no duró mucho. La 
mayoría de las instituciones internacionales4 rápidamente 
adoptó el eslogan de “Reconstruir mejor”, tomado de la 
respuesta de emergencia y la reducción del riesgo de 
desastres5.  El Grupo Banco Mundial (GBM) esbozó este 
enfoque en su informe. Salvar vidas, ampliar el impacto y 
retomar el rumbo6, que deja claro que la crisis se considera 
una oportunidad para promover la visión de desarrollo a 
largo plazo del Banco Mundial (BM) e implementar reformas 
estructurales de gran alcance. Sin embargo, esta visión no 
es diferente de lo que fue predicado y perseguido por el BM 
antes de la pandemia. Es una visión que reserva un papel 
central para el sector privado y el financiamiento privado 
en el desarrollo, tal como se describe en la agenda de 
Maximización del Financiamiento para el Desarrollo (MFD)7. 
Favorece las soluciones orientadas al mercado, desconfía 
de la capacidad del Estado y antepone la estabilidad 
macroeconómica y el equilibrio fiscal a los derechos 
humanos. Este enfoque, que ha sido central para el BM y 
el Fondo Monetario Internacional (FMI) durante décadas, 
ha debilitado el contrato social y ha dejado a los países 
vulnerables ante la pandemia y la crisis económica8. En lugar 
de ser un portal a un mundo diferente, se corre el riesgo de 
que la pandemia se utilice como una “doctrina del schock”9 
para impulsar esta visión basada en soluciones pro-finanzas 
y pro-empresas para hacer frente a la crisis.

Uno de los instrumentos de financiamiento del BM 
priorizados en respuesta a la crisis del Covid-19 es el 
Financiamiento para Políticas de Desarrollo (FPD). A 
través del FPD, se proporciona apoyo presupuestario a los 
gobiernos condicionado a la adopción de reformas políticas 
y reglamentarias específicas, las que se traducen en el 
documento del programa en “acciones previas”.  

El volumen de la cartera del FPD aumentó de 
aproximadamente USD 11.000 millones en 2019 a USD 17.800 
millones en 2021. Esto es indicativo de la intención del BM 
de utilizar la crisis para impulsar su plan de políticas en 
países de todo el mundo. A lo largo de los años, el uso de 
este instrumento ha suscitado preocupaciones de la sociedad 
civil con respecto tanto al contenido de las reformas políticas 
exigidas a los países como al uso de la condicionalidad 
como una forma de ejercer una influencia indebida sobre la 
formulación de políticas nacionales. 

Este informe analiza una base de datos de 90 operaciones de 
FPD y sus acciones previas, aprobadas entre enero de 2020 
y abril de 2021. Esto cubre un período clave durante el cual 
el mundo se vio afectado por la crisis del Covid-19. También 
revisa las preocupaciones anteriores de la sociedad civil 
sobre el uso del BM de FPD a la luz de esta nueva evidencia 
emergente. El objetivo es contribuir a un debate informado 
sobre el uso del BM del apoyo presupuestario en el contexto 
de la recuperación de la Covid-19 y más allá, y proporcionar 
un punto de referencia para un análisis posterior.

También sirve para subrayar la urgencia de una nueva 
actualización de la “Retrospectiva del BM sobre el 
Financiamiento para Políticas de Desarrollo” para evaluar 
cuál ha sido la contribución real a los objetivos del BM de 
erradicar la pobreza y mejorar la prosperidad compartida 
desde la última “Retrospectiva” en 201510. La necesidad 
urgente de dicha revisión se ha vuelto aún más apremiante 
después de la investigación que revela una presión indebida 
generalizada, mala conducta ética y conflicto de intereses en 
la forma en que el BM administra su asesoramiento sobre el 
desarrollo del sector privado y el entorno empresarial11.
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El informe está estructurado de la siguiente manera: 

La Sección 2 describe las características clave del FPD y 
analiza su uso en la respuesta del BM a la Covid-19, a partir 
de una base de datos de 90 proyectos de FPD y sus acciones 
previas. Proporciona datos actualizados sobre la magnitud y 
la distribución regional del FPD y un análisis en profundidad 
de las acciones previas en seis ámbitos de políticas, tales 
como el asesoramiento fiscal y políticas macroeconómicas, 
el desarrollo del sector privado y el apoyo al sector 
empresarial en respuesta a la Covid-19, las asociaciones 
público-privada y privatización de los servicios públicos, 
la protección social y la salud, la transición energética, y 
la igualdad de género y los derechos de las mujeres. En 
esta sección se constata que no hay ruptura con el pasado 
en las políticas promovidas por el BM en la respuesta 
y recuperación de la Covid-19, las que de hecho están 
orientadas a promover la austeridad fiscal y las reformas 
pro-mercado y pro-empresas y hacen poco para apoyar los 
derechos humanos y el logro de una transición justa. 

La Sección 3 desglosa las principales críticas trasladadas al 
FPD, vinculándolas a las pruebas analizadas en la Sección 
2. Se discute cómo el FPD es un canal importante para la 
aplicación de las agendas del BM en apoyo del sector privado; 
se argumenta que lo hace manteniendo un enfoque irregular 
e incoherente de la transparencia y la rendición de cuentas, 
al tiempo que socava el espacio político y la apropiación 
democrática de los países y se desarrolla un argumento en 
contra del uso de condicionalidades verdes.

La Sección 4 concluye con recomendaciones para el BM.
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2. El financiamiento para Políticas de Desarrollo 
en la respuesta del Banco Mundial a la Covid-19

El Financiamiento para Políticas de Desarrollo (FPD) del Banco 
Mundial proporciona apoyo presupuestario general a los 
países en desarrollo (es decir, contribuciones no asignadas al 
presupuesto del Estado para su uso discrecional), en forma 
de préstamos, donaciones, créditos o garantías no asignadas 
a fines específicos. Esto complementa el Financiamiento de 
Proyectos de Inversión (FPI), donde los fondos se destinan 
a proyectos específicos. Es utilizado tanto por el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF), que 
otorga préstamos a los países de ingreso medio, como por la 
Asociación Internacional de Fomento (AIF), que se enfoca en 
los países de ingreso bajo. El uso de FPD está regulado por el 
Procedimiento 8.6012 del BM, que fue actualizado en 2014, y por 
la Política del Banco sobre el Financiamiento para Políticas 
de Desarrollo,13 publicada en 2017.14

El FPD es un instrumento supuestamente destinado a apoyar 
“el programa de políticas y acciones institucionales de un 
País Miembro que promuevan el crecimiento y la reducción 
sostenible de la pobreza”15. Subrayando su amplio mandato, 
los proyectos de FPD o las ‘Operaciones para Políticas de 
Desarrollo’ (OPD) pueden abordar una variedad de áreas de 
políticas. Las OPD son un pilar de la participación del Banco 
Mundial en los países, junto con los Marcos de Asociación con 
el País (MAP), que establecen los objetivos de la asistencia 
del Banco a nivel nacional, y los Diagnósticos Sistemáticos de 
País (DSP), ejercicios de diagnóstico destinados a identificar 
desafíos y oportunidades clave para acelerar el progreso 
hacia los objetivos de desarrollo.16

Al establecer una OPD, el BM determina un conjunto de 
políticas y acciones institucionales que considera esenciales 
para lograr los objetivos establecidos en el MAP y en el 
DSP. Estos toman la forma de ‘acciones previas’ – es decir, 
de políticas legalmente vinculantes o reformas legales que 
deben cumplirse antes de que la Junta del Banco apruebe 

el programa – y de ‘desencadenantes’, que son acciones 
planificadas para el segundo (o posterior) año de un programa, 
y pueden constituir la base para acciones previas de 
operaciones futuras. Las OPD también incluyen ‘indicadores de 
resultados’, que dan forma a las reformas prescritas. El hecho 
de que las acciones previas y los desencadenantes tengan que 
ser aceptados por los gobiernos para obtener financiamiento 
concesional significa que el proceso está potencialmente 
plagado de riesgos de abuso de poder.

Según la Retrospectiva de 2015 del Financiamiento para 
Políticas de Desarrollo del Banco Mundial17, el FPD representa 
aproximadamente una cuarta parte del total de sus préstamos. 
Entre 2005 y 2015, el Banco aprobó 630 OPD y 22 operaciones 
de financiamiento suplementario, lo que representa 
aproximadamente USD 117 mil millones en compromisos. En 
los dos años posteriores a la crisis financiera mundial de 2008 
(Ejercicio Fiscal (EF) 09-10), la participación del FPD en el total 
de préstamos aumentó a casi el 40%.

A raíz de la pandemia del Covid-19, la cartera de FPD del 
BM aumentó nuevamente, hasta alcanzar los USD 17.400 
millones en el EF2018 y los USD 17.800 millones en el EF21 
(30% y 27% del total de los préstamos, respectivamente)19. El 
aumento ha sido impulsado principalmente por las OPD a los 
países de bajos ingresos (o AIF), las que han aumentado de 
un volumen de USD 3.000 millones a alrededor de USD 7.000 
millones, mientras que las OPD a los países de ingresos 
medios (BIRF) se han mantenido estables en alrededor de 
USD 10.000 millones (véase la Tabla 1).

La participación de la AIF en las OPD ha aumentado de un 
promedio del 13% (USD 3.000 millones) durante el EF15-19 
al 24% (USD 7.000 millones) en el EF20, mientras que el BIRF 
se ha mantenido casi sin cambios en el EF20, en torno al 36% 
(USD 10.000 millones) del total de compromisos.20

Tabla 1: 
Evolución de 
los préstamos 
para políticas 
de desarrollo 
tras la crisis del 
Covid-1921

EJERCICIO FISCAL 
2015-2019

EJERCICIO 
FISCAL 2020 

(compromisos netos)

EJERCICIO 
FISCAL 2021 

(compromisos netos)

Volumen 

(USD miles 

de millones) Participación

Volumen 

(USD miles 

de millones) Participación

Volumen 

(USD miles 

de millones) Participación

AIF 3 13% 7,3 24% 7 19%

BIRF ~10 ~35% 10,1 36% 10,8 35%

TOTAL 11 25% 17,4 30% 17,8 26,6%

https://ppfdocuments.azureedge.net/b98d432b-7471-441b-9f39-36b7c380bd05.pdf
https://ppfdocuments.azureedge.net/b98d432b-7471-441b-9f39-36b7c380bd05.pdf
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La difícil situación fiscal y el riesgo de una recuperación débil 
a la que se enfrentan muchos países en desarrollo22 hacen que 
el FPD sea una fuente importante de financiación no destinada 
a fines específicos que los países podrían utilizar para reforzar 
sus presupuestos, los que se han visto sometidos a una 
considerable presión por la crisis del Covid-19. Sin embargo, la 
intención declarada del BM de utilizar el FPD como instrumento 
para empujar a los países -especialmente a aquellos con 
“regulaciones excesivas, subsidios, regímenes de licencias, 
protección comercial o litigiosidad como obstáculos”- hacia 
reformas políticas específicas amenaza con convertirlo en 
un canal importante de influencia indebida. Esto es cierto 
tanto para la naturaleza de las reformas exigidas como para 
la modalidad del ‘empujón’, al recurrir a condicionalidades 
en forma de acciones previas. Investigaciones anteriores 
de Eurodad sobre el FPD han demostrado que los onerosos 
criterios de elegibilidad, especialmente con respecto a las 

políticas macroeconómicas, la gobernanza y las capacidades 
de implementación de un país siguiendo los criterios definidos 
por el BM, así como las acciones previas adjuntas subsiguientes, 
socavan el principio de apropiación democrática23. 

En el resto de este capítulo, proporcionamos evidencia 
extraída de una investigación de una base de datos de 90 OPD, 
y el conjunto de reformas de políticas (o ‘acciones previas’) 
aprobadas entre enero de 2020 y abril de 2021 promovidas 
por el BM en la respuesta y la recuperación de la Covid-19. En 
la siguiente sección se ofrece un resumen de las tendencias 
generales, mientras que cada una de las secciones restantes 
se enfoca en un conjunto de políticas, a saber: el asesoramiento 
fiscal y las políticas macroeconómicas, el desarrollo del sector 
privado y el apoyo al sector empresarial en la respuesta a la 
Covid-19, las asociaciones público-privadas y la privatización, 
la protección social y la salud, la transición energética, la 
igualdad de género y los derechos de las mujeres.

Cuadro 1. Fuentes de datos, metodología y limitaciones de la investigación

La investigación de este informe se basa en una base de 
datos de las OPD aprobadas por el Directorio Ejecutivo del 
BM entre enero de 2020 y abril de 2021. La base de datos 
se construyó a partir de las siguientes fuentes: 

•	 la World Bank Development Policy Actions Database 
[base de datos de acciones de políticas de desarrollo 
del Banco Mundial, DPAD, por su sigla en inglés)24 

•	 la Covid-19 World Bank Emergency Response: 
Projects Repository by the Bank Information Center25 
[respuesta a la emergencia del Banco Mundial: 
Repositorio de proyectos del Centro de Información]  

•	 el sitio web de Proyectos y Operaciones del Banco 
Mundial26, consultados para las OPD que coincidan 
con los criterios de búsqueda, pero no incluidas en 
ninguna de las otras dos bases de datos. 

Para cada OPD, se recopilaron datos sobre el monto 
comprometido y desembolsado, el enfoque sectorial, 
los objetivos, los indicadores, las acciones previas y el 
instrumento para el desembolso de los fondos.

Se consideró que un proyecto de OPD estaba relacionado 
con la pandemia del Covid-19 cuando se mencionaba el 
Covid-19 en el nombre del proyecto y/o en los objetivos de 
la política o el objetivo del proyecto incluía una respuesta al 
brote de la enfermedad. También se incluyeron proyectos 
de financiamiento suplementario destinados a cubrir 
brechas de financiamiento imprevistas debido a la Covid-19. 

La mayoría de las OPD están clasificadas por el BM 
de acuerdo a su principal sector de intervención. Sin 
embargo, se trata de una clasificación muy amplia que 
sólo refleja parcialmente todos los diferentes ámbitos 
de intervención política tratados en la OPD. A veces el 
BM también clasifica a las acciones previas por sector y 
tema, pero de manera similar esta clasificación no es muy 
informativa de la amplitud y profundidad de las reformas 
de políticas prescritas en las OPD. Por esta razón, para 
esta investigación se clasificaron y analizaron las OPD 
buscando palabras clave en sus acciones previas. Las 
palabras clave elegidas son términos básicos utilizados en 
los ámbitos de actuación analizados: asesoramiento fiscal y 
políticas macroeconómicas, asociaciones público privadas, 
protección social y salud, equidad de género, transición 
energética, igualdad de género y derechos de las mujeres.

Esta investigación proporciona una fotografía del FPD en 
un punto específico en el tiempo. Al ser un estudio entre 
países, la profundidad del análisis de cada tipo de acción 
previa es limitada, al igual que la medida en que esto se 
pone en contexto en cada país. Si bien trata de dar una 
visión general de los diferentes ámbitos políticos, por 
razones de espacio no cubre algunas áreas importantes 
de intervención, como la tributación. A pesar de estas 
limitaciones, proporciona un análisis condensado de qué 
tipo de recuperación está promoviendo el BM y constituirá 
un punto de referencia para el análisis futuro de la 
respuesta del BM a la Covid-19.
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2.1	 Descripción general de las OPD 
	 relacionadas con la Covid-19 

Entre enero de 2020 y abril de 202127, se aprobaron 90 OPD en 
64 países, por un total de USD 22.940 millones. De estos, 45 
OPD estaban relacionadas con la Covid-1928, incluyendo nueve 
proyectos de financiamiento suplementario destinados a llenar 
vacíos de financiamiento imprevistos debido a la Covid-19. En 
agosto de 2021, según la información proporcionada en las 
páginas web de Proyectos y Operaciones del BM, el monto 
realmente desembolsado fue de USD 19.700 millones.

Tabla 2: Resumen 
de las OPD 
relacionadas con la 
Covid-19 (enero de 
2020-abril de 2021)

Todos los proyectos Proyectos relacionados con la Covid-19

Tipo Nº de proyectos

Monto comprometido 

(USD miles de millones) No. de proyectos

Monto comprometido 

(USD miles de millones)

BIRF 35 13 25 2,6

AIF 50 7,5 19 7,5

AIF + BIRF 

combinados
4 2,4 1 0,75

Financiamiento 

especial
1 0 0 0

Total 90 22,94 45 10,9

Subvención 17 2,6 9 0,4

Garantía 1 0,09 0 0

Préstamo 58 18,3 29 9,6

Préstamo + 

Subvención 

combinados

14 2 7 0,9

Total 90 22,94 45 10,9

La mayoría de estos proyectos desembolsaron 
financiamiento mediante préstamos (58 proyectos), mientas 
que las subvenciones representaron menos del 10% del 
total desembolsado (véase la Gráfica 2). Los países de la 
AIF recibieron el mayor número de programas, pero los 
países del BIRF recibieron la mayor parte del monto total 
comprometido (véase la Gráfica 1).

En cuanto a la distribución regional (véase la Gráfica 3), 
África subsahariana representó la mayor parte de todas 
las OPD (37%), así como también la mayor parte del dinero 
comprometido (31%) y de las acciones previas solicitadas 
(32%). Le sigue América Latina, con el 26% de las OPD, el 33% 
del dinero comprometido y el 30% de las acciones previas.
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Gráfica 1: OPD por categoría de país
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Gráfica 2: OPD por tipo de transferencia
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Gráfica 3: Distribución regional de las OPD
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Tal como se observa en la Gráfica 4, los sectores abordados 
con mayor frecuencia en las OPD examinadas son la 
Administración Pública (en 79 OPD de 90), seguidos por el 
apoyo social (53) y el sector financiero (41). La salud solo 
aparece en 26 proyectos29. 

Las 90 OPD analizadas incluyen un total de 650 acciones 
previas (una media de siete por proyecto). Las acciones 
previas son un mejor indicador de las reformas y 
transformaciones buscadas a través de las OPD que la 
clasificación sectorial de las áreas de política de interés. 
También proporcionan una señal de dónde considera el 
BM que las transformaciones son más necesarias, qué 
áreas pueden ser más controvertidas en la discusión con el 
gobierno, además de reflejar la inclinación de los gobiernos 
de los países por diferentes reformas.

2.2	 Asesoramiento fiscal y políticas 
	 macroeconómicas: abrir las puertas 
	 a la austeridad y la privatización 

Durante décadas, la disciplina fiscal ha sido una receta 
prescrita por el BM y el FMI. Por lo general, las medidas 
de consolidación fiscal requeridas por los préstamos del 
FMI harían necesarias las reformas de privatización y 
liberalización respaldadas por los préstamos para políticas 
del Banco Mundial. Las acciones previas en las OPD 
relacionadas con las reformas de la política macroeconómica 
suelen estar estrictamente alineadas con el asesoramiento 
dado al país por el FMI, ya sea a través de su supervisión del 
país o las condicionalidades en los programas de préstamos, 
y diseñadas para garantizar que el país mantenga un “marco 
macroeconómico sólido”, caracterizado por la baja inflación, 
el equilibrio fiscal, el tipo de cambio flexible y un banco 
central independiente. 

Durante la pandemia, el BM recomendó a los países que 
se endeudaran fuertemente30 y el FMI los alentó a seguir 
gastando31. Sin embargo, ambos continuaron presionando a 
sus miembros para que volvieran a este plan macroeconómico 
a mediano y largo plazo a través de sus préstamos y 
operaciones en los países, incluidas las OPD. Esto ha hecho 
saltar las alarmas ante la nueva ola de austeridad que se 
avecina32 lo que, junto con la crisis de la deuda soberana que 
enfrentan muchos países en desarrollo, puede aumentar la 
desigualdad y erosionar los derechos humanos.33

En la muestra examinada para esta investigación, 53 de los 
64 países con OPD tenían un acuerdo de préstamo con el FMI 
y 49 países habían recurrido a la asistencia financiera del 
FMI desde el inicio de la pandemia del Covid-1934. La mayor 
parte de esta asistencia se proporcionó a través del Servicio 
de Crédito Rápido o el Instrumento de Financiamiento 
Rápido, esto es, préstamos de emergencia que no tienen 
condicionalidades35. Sin embargo, la mayor parte de los 
beneficiarios seguía comprometido con el FMI a emprender 
la consolidación fiscal en el transcurso del acuerdo de 
préstamo. Un análisis reciente de Oxfam de los préstamos 
del FMI aprobados entre el 1 de marzo de 2020 y el 15 de 
marzo de 2021 constató que el 85% de los 107 préstamos 
negociados con 85 gobiernos nacionales para responder a 
la crisis del Covid-19 indican planes para emprender una 
consolidación fiscal durante el período de recuperación. De 
estos 85 países, 26 tenían planes de comenzar o reanudar la 
consolidación fiscal ya en 2020 y 202136. 

Gráfica 4: Enfoque sectorial de las OPD
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Una investigación de Eurodad37 también ha constatado que 
muchos de estos países enfrentan profundos problemas 
de endeudamiento a pesar de la asistencia financiera de 
emergencia del FMI, y pronto tendrán que recurrir a un 
programa completo del FMI con condicionalidades. Este ya ha 
sido el caso de Camerún, Costa Rica, Ecuador y Kenia.

Existe amplia evidencia de que las medidas de consolidación 
fiscal promovidas por el FMI continúan incluyendo reformas 
que perjudican a los más pobres, aumentan la desigualdad38 
y socavan los derechos humanos39. Esta tendencia ha sido 
ampliamente documentada a raíz de la crisis financiera 
mundial40 de 2008, así como también la responsabilidad de las 
instituciones financieras internacionales (incluso mediante las 
condicionalidades) en la violación de los derechos humanos 
resultante de la aplicación de medidas de austeridad41. Esta 
tendencia continúa tras la crisis del Covid-19. Por ejemplo, el 
análisis de Oxfam constató que las medidas de austeridad 
propuestas en los acuerdos de préstamo del FMI incluyen 
aumentos o la introducción del impuesto al valor agregado (IVA) 
en 14 países y recortes del gasto público general en 55 países. 
Ambas medidas pueden tener impactos altamente regresivos, 
particularmente para las mujeres42. Tanto Oxfam como 
ActionAid43 constataron que los recortes y congelamientos 
de la masa salarial siguen siendo un objetivo para recortes 
rápidos una vez que terminen las etapas iniciales de la crisis. 

Las acciones previas adoptadas en varias OPD prescriben 
directa o indirectamente medidas de consolidación fiscal en 
plena consonancia con los préstamos del FMI (véanse las 
Tablas 3 y 4). Estas acciones se encuentran en al menos seis 
países (Costa Rica, Dominica, Ecuador, Jamaica, Mozambique 
y San Vicente) con OPD que están explícitamente 
relacionados con la Covid-19. En al menos cuatro países, 
las acciones previas indican explícitamente la necesidad de 
un gasto fiscal más estricto mediante recortes en la masa 
salarial pública y, en el caso de Montenegro, también del 
gasto en salud para medicamentos con un claro objetivo de 
contención de los costos (véase la Tabla 4).

Estas acciones previas sugieren un estrecho alineamiento con 
la estrategia en dos tiempos que también se observa en el FMI: 
proporcionar asistencia financiera e incluso alentar un mayor 
apoyo público a las empresas y la protección social en la fase 
de emergencia de la crisis, pero aspirar a la consolidación 
fiscal tan pronto como termine la emergencia. El BM aumentó 
su apoyo durante la crisis y, como se discute en las siguientes 
secciones, apoyó a los países en el aumento de los recursos 
para la salud y la protección social. Sin embargo, lo está 
haciendo al tiempo que pide a los países que se comprometan 
a reducir el gasto público a corto y medio plazo. 

Los programas que restringen la capacidad fiscal y 
política de los Estados para cumplir con sus obligaciones 
internacionales en materia de derechos humanos y con los 
compromisos climáticos también sirven de justificación al 
BM para, posteriormente, argumentar que, en vista de la falta 
de capacidad estatal para proporcionar servicios esenciales 
y otras necesidades de desarrollo, el sector privado es el 
único actor con el poder financiero (y la experiencia) para 
llenar el vacío. Esto crea un espacio para que la Corporación 
Financiera Internacional (CFI) brinde asesoramiento al 
gobierno y las empresas y financie proyectos específicos 
del sector privado. Esta estrategia de ‘ser parte del equipo’, 
también conocida como actuar como el Grupo del Banco 
Mundial, ha socavado aún más la capacidad estructuralmente 
débil de los países del Sur Global para trazar su propio curso 
de desarrollo desde la década de 197044.  

Tabla 3: Países en los que las acciones previas 
prescriben reformas que habilitan el ajuste fiscal

Tipo de ajuste fiscal prescrito Países

Adopción de una regla fiscal 

o un marco fiscal a mediano 

plazo (es decir, imponer un 

límite numérico al gasto 

presupuestario)

Angola, Costa Rica, Dominica, 
Ecuador, San Vicente

Medidas adicionales para 

fortalecer el marco de 

responsabilidad fiscal (por 

ejemplo, el establecimiento 

de una Comisión Fiscal 

Independiente)

Jamaica, Pakistán

Adopción de una estrategia 

de deuda a mediano plazo 

(coherente con el marco fiscal a 

mediano plazo)

Chad, Fiji, Gambia, Pakistán, 
Santa Lucía, Vanuatu 

Medidas adicionales para 

mejorar la sostenibilidad y la 

gestión de la deuda

Costa Rica, Dominica, Islas 
Salomón, Mozambique, 
Pakistán, Somalia, Togo
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Tabla 4: Países en los que las acciones previas 
prescriben recortes en la masa salarial pública y la 
consolidación del personal de la administración pública

Países

Implementación de la 

regla fiscal y limitación del 

crecimiento del gasto del 

sector público no financiero – 

congelamiento de los salarios y 

vacantes del sector público

Costa Rica 

Eliminar los despidos en el 

personal público y los techos 

salariales

Burkina Faso, Dominica 

Contención del gasto en 

la industria farmacéutica, 

optimización del personal 

temporal y refuerzo de la 

priorización de la inversión 

pública, como parte de la 

gestión de las finanzas públicas

Montenegro

2.3	 Transparencia, rendición de cuentas 
	 y supervisión: ¿para quién? 

En los últimos años, el BM ha tomado varias medidas formales 
para mejorar la participación ciudadana y la rendición de 
cuentas social en sus operaciones. Por ejemplo, adoptó un 
Marco estratégico para integrar de la participación ciudadana45, 
lo que obliga a recabar la opinión de los beneficiarios del 
proyecto; lanzó un nuevo Marco Ambiental y Social (MAS), que 
requiere que los proyectos emprendan planes de evaluación 
de las partes interesadas46 y creó una Alianza Mundial para el 
Fortalecimiento de la Responsabilidad Social47. Sin embargo, la 
promoción de reformas que permitan la participación ciudadana 
rara vez es un objetivo o una preocupación de los FPD. 

La revisión del FPD del Grupo de Evaluación Independiente (GEI) 
del BM constató que, desde principios de la década de 1990, 
solo 83 acciones previas en 59 OPD y solo 20 OPD en el período 
EF11-EF16 buscaban mejorar el compromiso y la participación 
ciudadana. También constató que solo el 10% de todas las 
acciones previas en FPD desde principios de la década de 1990 
han apoyado ampliamente la capacidad de los ciudadanos 
para actuar mejorando el acceso a la ley y la justicia; mediante 
la introducción de mecanismos de prevención de conflictos 
o la mejora de la capacidad del Estado para responder a la 
demanda de los ciudadanos a través de la descentralización, 
las reformas judiciales o de la administración pública48. 

En la muestra de 90 OPD, en tres países hubo acciones 
previas enfocadas en mejorar la transparencia fiscal y la 
rendición de cuentas hacia los ciudadanos: en Paraguay 
el BM prescribió la adopción de una plataforma web 
digital llamada Presupuesto Ciudadano para aumentar la 
transparencia presupuestaria; en Uzbekistán la publicación 
anual de los ‘presupuestos ciudadanos’; en Fiji la aplicación 
de los Principios Presupuestarios sensibles al Género en 
el Presupuesto del EF2020-21 en dos ministerios piloto. 
Ninguna acción previa prescribió reformas para mejorar la 
participación ciudadana.

En cambio, se prestó mucha más atención a las 
reformas para mejorar la gestión fiscal y de la deuda, la 
transparencia y la rendición de cuentas. En once países49 
esto se hace prescribiendo la publicación en línea de datos 
sobre la deuda pública; en diez países50 se hace hincapié 
en la publicación periódica de datos sobre la deuda y el 
riesgo de crédito de las empresas públicas. Otras acciones 
previas51 hacen hincapié en garantizar la transparencia y la 
rendición de cuentas del gasto público relacionado con la 
respuesta a la Covid-1952. Un mensaje similar fue enviado 
a los países por el FMI: “gasta todo lo que puedas, pero 
conserva el recibo. No queremos que la rendición de cuentas y 
la transparencia pasen a un segundo plano en la crisis”53.  

Por el contrario, el conjunto de OPD examinadas sorprende 
por la poca atención que se presta a las medidas 
destinadas a abordar un tipo importante de corrupción y 
mala gobernanza que afecta a los países en desarrollo: 
la evasión fiscal y los flujos financieros ilícitos. Las 
acciones previas dirigidas explícitamente a abordar este 
problema solo se encontraron en Paraguay (recomendando 
enmendar el Código Penal para que se tipifique como delito 
el blanqueo de dinero de activos obtenidos de la evasión 
fiscal) y en las Seychelles (recomendando a la Asamblea 
Nacional que apruebe una nueva legislación sobre la lucha 
contra el blanqueo de dinero y la introducción de una Ley de 
beneficiarios reales54). 
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2.4	 Desarrollo del sector privado y apoyo al sector 
	 empresarial en la recuperación de la Covid-19 

El uso del FPD juega un papel fundamental en la realización 
de la visión del Banco Mundial de un entorno empresarial 
propicio, hasta ahora encapsulada en la publicación insignia 
del BM, el Informe Doing Business [Haciendo Negocios] y 
el Ranking. También contribuye a avanzar en la estrategia 
del “financiamiento privado primero” presentada en 2017, 
Maximizar el financiamiento para el desarrollo o estrategia 
“de cascada”. Los informes Doing Business han clasificado 
a los países durante 17 años en función de la aplicación de 
reformas en las políticas de (des)regulación empresarial. 
Maximizar el financiamiento para el desarrollo tiene por objeto 
promover el financiamiento del sector privado por encima 
de las finanzas públicas. De acuerdo con los principios “de 
cascada”, el BM, “primero busca movilizar financiamiento 
comercial” y, solo cuando las soluciones de mercado no sean 
posibles a través de la reforma del sector y la mitigación 
de riesgos, aplicar los recursos oficiales y públicos. Ambas 
agendas han sido objeto de profundas críticas (véase 
la Sección 3.1), pero su promoción como pilares de la 
recuperación de la Covid-19 es particularmente problemática.  

Por un lado, como ya señaló Eurodad, la respuesta a la 
Covid-19 del BM se está utilizando de forma generalizada 
para promover un mayor papel del sector privado y del 
financiamiento del sector privado55. Varios proyectos de 
infraestructura en respuesta a la Covid-19 ponen énfasis 
en las asociaciones público privadas (APP)56 y es probable 
que aproximadamente un tercio de la respuesta del BM a 
la Covid-19 se canalice a través de la CFI57. Este enfoque 
es especialmente perjudicial en el contexto de la crisis del 
Covid-19 porque espera que los gobiernos utilicen sus ya 
escasos recursos fiscales para atraer a actores privados en 
lugar de para fortalecer su capacidad y ampliar la prestación 
de servicios públicos. 

Por otro lado, estas agendas legitiman a los gobiernos a 
la hora de privilegiar el apoyo al sector privado por sobre 
la protección social en su respuesta a la Covid-19. Una 
investigación realizada por la Financial Transparency Coalition 
en nueve países del Sur Global constató que ofrecían medidas 
de estímulo en todos los ámbitos equivalentes a sólo el 3,9% 
de su Producto Interno Bruto (PIB), con fondos dirigidos a la 
protección social por un total aproximado del 1% del PIB58. 
En ocho de estos países, el 63% de los fondos anunciados 
para la Covid-19 se destinó a grandes empresas en lugar de 
a micro, pequeñas y medianas empresas (MPYME) y medidas 
de protección social. En general, sólo el 22,4% del gasto de 
recuperación anunciado fue en forma de protección social. 

Las 90 OPD analizadas en esta investigación confirman este 
enfoque. La mayoría prescribió acciones previas destinadas al 
apoyo a las empresas y al desarrollo del sector privado; casi la 
mitad de las OPD relacionadas con la Covid-19 de la muestra 
(20 de 4559) prescribió reformas para apoyar al sector privado 
frente a la crisis del Covid-19. Tal como se analiza a continuación, 
si bien muchas de estas medidas están destinadas a llegar a las 
MPYME, muy pocas están diseñadas explícitamente para llegar 
a las empresas y los trabajadores informales, que constituyen la 
mayor parte del sector privado en los países en desarrollo. 

Las medidas de desgravación tributaria, que son 
relativamente rápidas de implementar, han sido una de las 
medidas de apoyo a las empresas más comunes adoptadas 
en el mundo. Las 90 OPD de esta investigación confirman 
esta tendencia, con varias acciones previas que prescriben 
una serie de medidas de desgravación tributaria, incluidas 
exenciones, aplazamientos y reducciones temporales (véase 
la Tabla 5). A modo de comparación, sólo en dos países 
(Comoras y República Dominicana) las acciones previas 
prescribieron exenciones tributarias destinadas a aliviar la 
carga tributaria de los hogares. 

Tabla 5: Medidas tributarias en apoyo a las empresas

Tipo de medidas 
tributarias prescritas

Países

Exenciones de IVA o derechos 

de aduana y moratoria en el 

pago de otros impuestos

Camerún, Costa de Marfil, 
Comoras, Costa Rica, Guinea, 
Seychelles, Uganda

Aplazamiento del pago de 

impuestos 

Colombia, Costa Rica, 
Filipinas, Mozambique, 
República Dominicana, 
Seychelles, Uganda (impuesto 
empresarial), Uruguay (IVA)  

Reducción temporal de aportes 

a la seguridad social

Costa Rica, Croacia, Uruguay

Reducción temporal del Impuesto 

sobre la Renta de las Empresas

Dominica

Se han adoptado otras medidas para proporcionar liquidez 
a las empresas (véase la Tabla 6). Las acciones previas 
recomiendan el apoyo crediticio a través de la creación de 
nuevas ventanas de liquidez, el apoyo a las instituciones de 
microcrédito y las reformas en las regulaciones bancarias, 
en la mayoría de los casos con un enfoque explícito en las 
MPYME. Otra medida popular es la provisión de garantías de 
crédito (nueve países). 
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Tabla 6: Apoyo de liquidez a las empresas 

Tipo de instrumento Países

Garantías de crédito Afganistán, Filipinas, Costa de 
Marfil, Guinea, India, Mauritania, 
Paraguay, Perú, Túnez, Uruguay

Subvenciones a empresas Jamaica, San Vicente (en ambos, 

la atención se centra en las 

pequeñas empresas turísticas)

Programa de subsidios 

salariales/subsistencias para 

empleados 

Bangladesh, Croacia, Filipinas, 
India, San Vicente, Santa Lucía, 
Seychelles

Apoyo crediticio Bangladesh (microcrédito para 

microempresas); Colombia 

(líneas de crédito de emergencia 

para MPYME a través de la 

línea de crédito concesional 

Bancodex+ para empresas 

de servicios públicos); Costa 
Rica (a través de bancos 

comerciales públicos); Croacia; 

India; Madagascar (creación de 

una línea de crédito adicional); 

México; Mozambique; Paraguay 

(ampliación del programa de 

crédito de la ANDE dirigido a 

las MPYME); Uganda (permiso 

para reestructurar la deuda 

empresarial y líneas de crédito 

adicionales)

Medidas para el sector informal Bangladesh (plan de 

transferencia de efectivo 

para los trabajadores 

informales y préstamo para 

el restablecimiento de los 

medios de vida para las 

microempresas); India (paquete 

básico de beneficios para los 

trabajadores informales); 

Marruecos (transferencia 

de efectivo a empleados del 

sector informal mediante el 

establecimiento de un Fondo 

para la Pandemia de Covid-19); 

Uganda (programa de obras 

públicas para trabajadores del 

sector informal) 

Se pueden hacer una serie de consideraciones con respecto 
a la capacidad de estas medidas para apoyar a los sectores 
más vulnerables del sector privado (especialmente las 
empresas informales nacionales y los trabajadores) cuando 
se trata de enfrentar el impacto económico de la pandemia. 

En primer lugar, se ha perdido la oportunidad de utilizar 
medidas de emergencia de alivio tributario para corregir 
el sesgo en las estructuras tributarias de los países en 
desarrollo contra las MPYME y en favor de las grandes 
empresas (a menudo extranjeras). Aunque es probable 
que las medidas de desgravación tributaria lleguen a las 
pequeñas empresas y a las informales (de hecho, más que 
las medidas de crédito), estas medidas empeoran la posición 
fiscal del gobierno al reducir los ingresos tributarios, lo que 
puede afectar negativamente a las MPYME que dependen 
más de otras formas de apoyo estatal (por ejemplo, el gasto 
público en capacitación para el empleo). Si las medidas de 
desgravación tributaria no se dirigen solo a las MPYME, y 
especialmente si no se convierten en exenciones tributarias 
permanentes, la estructura tributaria se volvería más 
regresiva. En el conjunto de datos examinados, se recomendó 
a tres países (Afganistán, Costa de Marfil y Pakistán) 
acciones previas destinadas a facilitar a las empresas el 
pago de impuestos, principalmente mediante la adopción 
de pagos electrónicos. De hecho, se ha constatado que las 
acciones previas en las OPD están diseñadas explícitamente 
para promover políticas que mejoren la puntuación en el 
informe Doing Business.60

Una segunda preocupación es la naturaleza de las medidas 
prescritas para apoyar a las MPYME. Muchas acciones 
previas identificaron a las MPYME como beneficiarias 
previstas de las reformas prescritas, las que, en línea con 
el enfoque del BM61, tienden a centrarse en mejorar su 
acceso al sector financiero comercial privado. Este enfoque 
ha planteado varias preocupaciones62, y lleva a descuidar el 
uso de medidas de apoyo estatal directo, que son más útiles 
para las MPYME y sus empleados. En nuestra muestra de 
OPD, las acciones previas mencionan subvenciones directas 
a empresas en solo dos países y la provisión de un programa 
de subsidios salariales para empleados que se canalizará a 
través de empleadores en solo siete países.
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Una última cuestión es la falta de un enfoque explícito en 
el sector informal. Las acciones previas examinadas en las 
Tablas 5 y 6 no especifican qué se define como MPYME63, y, 
en particular, si las empresas y los trabajadores informales 
están incluidos. Sólo en cuatro de las OPD analizadas (en 
Bangladesh, India, Marruecos y Uganda) se mencionaron 
explícitamente intervenciones destinadas a beneficiar a 
los trabajadores o empresas del sector informal. Al mismo 
tiempo, no se dan indicaciones sobre cuán grande puede 
ser una ‘mediana empresa’, lo que deja espacio para 
la manipulación de la medida lejos de los beneficiarios 
originalmente previstos. Por ejemplo, en India se ampliaron 
los criterios para otorgar préstamos de emergencia a fin de 
que las grandes empresas pudieran acceder a préstamos 
para las MPYME64. 

2.5	 Asociaciones público privadas y privatización 
	 en el sector de los servicios públicos

La pandemia del Covid-19 ha puesto de manifiesto en todo el 
mundo la importancia existencial de los servicios públicos 
universales de calidad65 que sean gratuitos para el usuario 
y proporcionados por un Estado fuerte para cumplir con 
el derecho a la salud66 y, de manera más general, para la 
realización de los derechos de las personas, incluyendo a la 
educación, la vivienda, el agua y el saneamiento.67

Sin embargo, al observar las OPD implementadas desde 
enero de 2020, hay pocas señales de que se haya aprendido 
esta lección. Las acciones previas siguen orientándose a 
aumentar la participación de los agentes del sector privado 
(nacionales y extranjeros) en el sector de los servicios 
públicos y los activos públicos. Tampoco hay señales claras 
de un intento de diseñar estas acciones previas teniendo 
en cuenta las posibles consecuencias negativas de la 
privatización sobre los derechos humanos, especialmente 
para las personas más pobres.68.

En nuestra muestra, se encontraron acciones previas 
dirigidas a promover la participación del sector privado tanto 
en OPD relacionadas como no relacionadas con la Covid-19. 
Un gran conjunto de acciones previas requería medidas 
destinadas a aumentar la competitividad y la rentabilidad de 
las empresas estatales, por ejemplo, mediante la adopción 
de nuevas tarifas (más altas) y la reestructuración de la 
deuda de la empresa de servicios públicos (a menudo una 
empresa pública), con el Estado absorbiendo las pérdidas. 
En varios países, el Estado también tuvo que absorber las 
pérdidas de las empresas de servicios públicos causadas 
por la exoneración a clientes pobres del pago de sus 

facturas durante la crisis del Covid-19 (véase la Tabla 7). En 
Benín, por ejemplo, la OPD para la Covid-19 está diseñada 
para garantizar que continúen las reformas prescritas en 
las OPD anteriores y destinadas a mejorar la eficiencia 
y la sostenibilidad del sector energético y sigan siendo 
efectivas a pesar de la crisis del Covid-19. En particular, 
se ha establecido un plan para que el Estado compense 
a la empresa de distribución de servicios públicos (SBEE, 
administrada por una empresa privada canadiense) por la 
pérdida provocada por la suspensión del aumento de la tarifa 
eléctrica en un 5% durante la crisis del Covid-19. 

El énfasis en el aumento de la eficiencia financiera y la 
competitividad de las empresas públicas a costa de los 
contribuyentes es a menudo un preludio de su privatización 
total y está en desacuerdo con el creciente reconocimiento 
del importante papel que las empresas públicas fuertes 
pueden (y deben) desempeñar en los países en desarrollo, 
a la luz de una agenda de desarrollo centrada en la 
transformación estructural, dejándoles espacio para 
desarrollar sus políticas industriales.69

Tabla 7: Reformas de los servicios 
públicos impulsadas por el mercado

Reformas de los servicios 
públicos impulsadas por el 
mercado

Países

Adopción de una nueva 

estructura tarifaria (que a 

menudo abarca tarifas más altas)

Afganistán, Angola, Ecuador, 
Etiopía, Gambia, Madagascar, 
Nepal, Níger

Reestructuración de la deuda de 

la empresa pública

Afganistán, Benín, Camerún, 
Etiopía, Gambia, Ucrania

Revisión de las subvenciones Angola (combustible)

El Estado absorbe las pérdidas 

de las empresas de servicios 

públicos relacionadas con la 

Covid-19 

Benín, Camerún, Colombia, 
Níger y Uganda,



18

La doctrina del préstamo para políticas

Otras reformas prescritas en las OPD analizadas y destinadas 
a aumentar la participación del sector privado en los sectores 
de la energía y las telecomunicaciones incluyen el otorgamiento 
de concesiones y licencias (en Camerún, Gambia, Santo Tomé 
y Príncipe, Ucrania y Níger, en el sector del agua), la adopción 
de políticas de competencia (Filipinas, Georgia y Marruecos) y 
de nuevas disposiciones de gobernanza (Sierra Leona). En seis 
países (Benín, Costa de Marfil, Ecuador, Níger, Pakistán, Túnez) 
las reformas se dirigieron específicamente a permitir la entrada 
de agentes privados en el sector de las energías renovables. 

La privatización y la liberalización también se han impulsado 
en el sector de las semillas en Liberia y en Sierra Leona y 
en el sector de la vivienda asequible en Kenia. Las acciones 
previas promueven el uso de las APP en Etiopía (en línea con el 
programa de ‘Maximizar el financiamiento para el desarrollo’ 
implementado en el país), en Angola, Colombia, Gambia y 
Níger. En algunos casos, las acciones previas se centran en 
corregir los errores cometidos en el pasado en la promoción 
de la legislación sobre las APP, la que ha demostrado estar 
excesivamente sesgada a favor del sector privado, con 
efectos perjudiciales para las finanzas públicas. En Colombia, 
por ejemplo, las acciones previas prescriben actualizar 
la metodología para evaluar los pasivos contingentes en 
proyectos de infraestructura en el sector transporte. Esto 
puede verse como un intento de abordar de manera efectiva el 
riesgo fiscal de las APP, que resultó particularmente evidente 
cuando la Covid-19 impactó negativamente en los ingresos 
esperados del socio del sector privado. 

2.6 Protección social y salud

Mientras explotaba la pandemia del Covid-19 el BM puso 
mucho énfasis en el papel de la protección social para 
asegurar la atención a los pobres y vulnerables durante la 
crisis, así como en la importancia de proporcionar respuestas 
a la emergencia sanitaria70. 

En este sentido, el apoyo del BM ha ayudado a los países a 
enfrentar las consecuencias sociales y sanitarias inmediatas 
de la crisis. Sin embargo, también ha mantenido muchas de 
las limitaciones y deficiencias preexistentes en la forma en 
que trata la protección social y la prestación de servicios 
públicos. Por ejemplo, no desalienta el uso de la focalización 
en la protección social y las tarifas de los usuarios en la 
salud pública71. En términos más generales, no ha reconocido 
la responsabilidad de su anterior asesoramiento a los países, 
sobre todo en forma de programas de ajuste estructural, 
en el debilitamiento de los sistemas de protección social y 
salud72, lo que reduce la capacidad de los países para hacer 
frente a las emergencias sanitarias y sociales.  

Estas tendencias también son evidentes en las OPD 
analizadas para esta investigación. Alrededor de la 
mitad (22 de 45) de las OPD relacionadas con la Covid-19 
incluyeron acciones previas que apuntan explícitamente 
a medidas y reformas de protección social. Se pidió a los 
países que fortalecieran su respuesta de protección social, 
ya sea ampliando los sistemas existentes o introduciendo 
nuevos fondos especiales y temporales. Por ejemplo, se 
exigió a Camerún que ampliara la cobertura de las redes de 
seguridad social específicas a 22.500 hogares adicionales 
y Perú adoptó un nuevo Programa de Transferencia 
Temporal de Efectivo para familias pobres y vulnerables. 
Algunos países adoptaron una combinación de ambos. 
Por ejemplo, las acciones previas para Uganda prescriben 
una combinación de la expansión de los beneficiarios 
de las pensiones sociales, el aumento de los programas 
existentes, la distribución de canastas de alimentos y la 
adopción de un programa de trabajo público intensivo en 
mano de obra durante dos meses. A algunos países (como 
por ejemplo Bangladesh y Costa Rica) se les pidió que 
proporcionaran subsidios de desempleo. Una medida común 
adoptada por varios países durante la pandemia ha sido 
exonerar a los hogares vulnerables de pagar sus facturas 
de agua y electricidad. Se encontraron acciones previas 
de este tipo en Costa de Marfil, Guinea, India, Mozambique, 
Níger, Togo y Uganda.

El hecho de que muchos países requirieran una extensión 
urgente y amplia apunta a la cobertura insuficiente e 
inadecuada de los sistemas de focalización preexistentes, 
lo que ha sido el enfoque predominante del BM para la 
prestación de protección social. En 2020 la OIT estimó 
que los países en desarrollo habrían necesitado invertir 
USD 1,2 billones adicionales, equivalentes al 3,8% de su 
PIB, para cerrar su brecha de financiamiento anual en 
protección social73. Esto también sugiere que, a pesar del 
discurso, la inversión en protección social hasta ahora ha 
sido abismalmente inadecuada. En este sentido, la falta 
de voluntad del BM para reconocer la superioridad y la 
necesidad de pisos universales de protección social y 
respaldar la creación de un fondo mundial de protección 
social es particularmente problemática74.
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Tabla 8: Medidas de protección social 

Tipo de medidas de protección 
social prescritas

Países

Medidas de protección social 

relacionadas con la Covid-19

Expansión del sistema existente 

(aumento de la cobertura y/o 

ampliación de beneficios) 

Camerún, Costa de Marfil, 
Ecuador, India, Jamaica, 
Madagascar, Mozambique, 
Pakistán, Perú, Ruanda, 
Seychelles, Togo, Túnez, Uganda 

Creación de un nuevo 

fondo temporal 

Bangladesh, Filipinas, 
Marruecos, Perú, República 
Dominicana, Santo Tomé y 
Príncipe, Togo, Uganda

Prestaciones temporales 

por desempleo 

San Vicente, Costa Rica, 
República Dominicana, 
Bangladesh, Uruguay

Subvenciones para el pago de 

servicios públicos (electricidad 

y/o agua) durante la Covid-19

Costa de Marfil, Mozambique, 
Guinea, India, Uganda, Níger, 
Togo

Reformas de los programas 

de transferencia de efectivo/ 

protección social (no 

relacionados con la Covid-19) 

Angola, Brasil, Burkina Faso, 
Croacia, Fiji, Haití, Pakistán, 
Filipinas, Jamaica, Perú

Creación de un registro social 

nacional (relacionado y no 

relacionado con la Covid-19)

Colombia, Comoras, Burkina 
Faso, Costa de Marfil, Liberia, 
Mauritania, Filipinas, Serbia, 
Uganda 

Medidas especiales para los 

migrantes

Ecuador, India, Filipinas 

Asimismo, encontramos 42 acciones previas relacionadas 
con la salud en 25 OPD. La mayoría se refiere a la adopción 
o al fortalecimiento de planes, protocolos o marcos para 
fortalecer la preparación y la respuesta ante una pandemia. 
Aunque existen importantes solapamientos entre la adopción 
y el fortalecimiento de los planes de preparación y respuesta 
ante una pandemia y la resiliencia y la capacidad de los 
sistemas de salud, en general muy pocas de las acciones 
previas prescriben medidas destinadas a fortalecer los 
sistemas de salud pública para que puedan hacer frente a la 
crisis presente y futura. 

Por ejemplo, muy pocas acciones previas prescriben 
medidas para mejorar el acceso a los servicios de salud 
mediante la eliminación de barreras financieras, por ejemplo, 
mediante la reducción del umbral de ingresos o el pago de 
contribuciones para el seguro médico voluntario (Croacia, 
Ruanda), la atención médica gratuita para niños menores 
de cinco años, las mujeres embarazadas y lactantes y las 
víctimas de violencia de género (República Centroafricana). 
Ninguna de las OPD prevé una abolición general de las tarifas 
que se le cobran a los usuarios o poner los servicios de salud 
pública a disposición de todos de forma gratuita. 

Sólo cuatro de las acciones previas de la base de datos 
abordan la cuestión de los trabajadores de la salud, con un 
aumento específico de profesionales de la salud calificados en 
cada centro de salud de Ruanda, prácticas de trabajo seguras 
y suministro de equipo de protección personal adecuado para 
los trabajadores de la salud en Afganistán y capacitación y 
“conteo sistémico y racionalización de la distribución” del 
personal de la salud en Madagascar. En el programa de 
Jamaica, los trabajadores de la salud se mencionan como uno 
de los grupos prioritarios para la vacunación.
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Tabla 9: Acciones previas relacionadas con la salud

Categoría
Número de acciones previas 
correspondientes a la categoría

Medidas para fortalecer la 

preparación y respuesta ante 

una pandemia mediante la 

adopción de planes nacionales 

de emergencia/respuesta

1313

Levantamiento de derechos 

de importación/proceso de 

emergencia para la compra de 

productos y servicios médicos 

44

Medidas para reforzar la 

sanidad animal y adoptar un 

enfoque de “Una sola salud” 

33

Fortalecimiento de la 

capacidad y la resiliencia del 

sistema de salud

33

Mejora de la transparencia y 

la rendición de cuentas de los 

fondos para la Covid-19 

77

Mejorar la salud de la 

madre y el niño

33

Mejorar el acceso a los servicios 

de salud

55

Trabajadores de la salud 44

Otros 33

2.7	 Transición energética 

El FPD representa una laguna importante en las promesas 
del GBM de poner fin al financiamiento para las centrales 
eléctricas de carbón y proyectos upstream (de exploración, 
perforación y extración) de petróleo y gas. Investigaciones 
recientes encontraron que, si bien 43 operaciones basadas 
en políticas en 30 países implementadas entre 2014 y 2018 
apuntaban al crecimiento de la energía renovable, la misma 
cantidad de operaciones apuntaban al crecimiento de los 
sectores de combustibles fósiles en al menos 25 países75. 
Entre 2014 y 2018, las acciones previas apoyaron nuevos 
incentivos a la inversión en petróleo y gas en al menos cuatro 
países y nuevos incentivos a la inversión en carbón en al 
menos tres países. En Indonesia, Mozambique y Pakistán, 
los incentivos a la inversión se dirigieron específicamente 
al upstream de petróleo y el gas76. Tales distorsiones son 
posibles porque los combustibles fósiles no están incluidos 
en la lista de Gastos Excluidos del BM, lo que ha sido 
repetidamente pedido por las OSC77. 

La muestra de OPD analizada para esta investigación no 
incluye acciones previas directamente dirigidas a promover 
nuevas inversiones en combustibles fósiles, pero la evidencia 
general sugiere que el BM aún está lejos de proporcionar 
asesoramiento político consistente con el logro de una 
transición energética justa desde los combustibles fósiles hacia 
las energías renovables78.  En algunos casos su asesoramiento 
puede socavar el logro de los países de sus Contribuciones 
Determinadas a Nivel Nacional (NDC, por su sigla en inglés).79

En la muestra de OPD analizada, en al menos dos países 
(Afganistán y Ecuador) las acciones previas prescribieron 
reformas institucionales para fortalecer el entorno propicio 
para la inversión en el sector de los hidrocarburos. En al 
menos tres países, la carga de reducir las emisiones (y la 
carga de reducir el gasto público en hidrocarburos) recae 
sobre el consumidor, a través de la eliminación de los 
subsidios a los combustibles fósiles. Por ejemplo, se le pidió a 
Ecuador y Sudán que eliminaran gradualmente los subsidios 
a la gasolina, a pesar de que la medida se encontró con una 
fuerte oposición popular en ambos países80. En Mozambique, 
la contradicción en el asesoramiento político del BM es 
especialmente evidente. Por un lado, la OPD más reciente 
exige la introducción de un fondo de estabilización de los 
precios de los combustibles basado en un gravamen sobre 
los precios de los combustibles, lo que impone la carga a los 
consumidores. Por otro lado, se ha encontrado que el BM 
apoya una gran inversión extranjera directa en combustibles 
fósiles en el país a través de su asistencia técnica81 y utiliza 
operaciones basadas en políticas para apoyar el aumento de la 
inversión en minería, petróleo, gas y carbón82.
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Finalmente, varias OPD incluyen acciones previas que 
tienen como objetivo fortalecer el sector de las energías 
renovables, especialmente a través de la participación del 
sector privado. Por ejemplo, se aconseja a Benín, Costa de 
Marfil, Ecuador, Níger, Pakistán y Túnez que introduzcan 
medidas que permitan a los agentes privados producir y 
distribuir energía renovable. Sin embargo, no se presta 
atención o se presta poca atención al aumento de la 
inversión pública en energía renovable o a la provisión de 
incentivos monetarios para los productores nacionales.

2.8	 Igualdad de género y derechos de las mujeres

A lo largo de los años, el BM ha desarrollado e internalizado 
un “argumento empresarial” para la igualdad de género y 
el empoderamiento de las mujeres. El mismo sostiene que 
la igualdad de género equivale a la economía inteligente83 
porque, al ayudar a crear una sociedad más justa, también 
aumenta la productividad económica y el progreso en otros 
objetivos de desarrollo. Esta lógica ha sido criticada84 por 
no captar la discriminación estructural contra las mujeres 
en forma de normas patriarcales, culturales y sociales, que 
siguen desempeñando un papel central en la vida social, 
y por su simplificación de la relación entre la igualdad de 
género y el crecimiento económico85. 

Como reflejo de estas deficiencias en el enfoque de 
género del BM, las OSC han constatado que el BM tiene 
un punto ciego cuando se trata de la igualdad de género 
y los derechos de las mujeres: el BM no tiene en cuenta 
ni toma las medidas adecuadas para mitigar el impacto 
específico de su asesoramiento de política macroeconómica 
sobre las mujeres. Dos estudios recientes realizados por 
el Proyecto Bretton Woods constataron que las acciones 
macroeconómicas previas en las OPD no incorporan una 
perspectiva de género y que, de manera más general, las 
OPD descuidan la evaluación de la dimensión de género 
de las acciones previas con riesgos sociales y de pobreza 
sustanciales86. Este ha sido el caso, por ejemplo, en Ecuador, 
Gabón, Jamaica, Kenia, Montenegro y Serbia, entre otros.

El análisis de las acciones previas en las 90 OPD de 
nuestra muestra confirma que esta tendencia persiste 
incluso en la respuesta a la Covid-19 del BM. Identificamos 
solo 14 acciones previas directamente relacionadas con 
la igualdad de género y los derechos de las mujeres 
en 10 países, que tocan una variedad de cuestiones de 
política, incluido el cuidado de los niños (Bangladesh), la 
presupuestación de género (Fiji), la vivienda social (México), 
el matrimonio infantil (Níger), el acceso a oportunidades 
de empleo en el extranjero (Tonga) y la violencia contra 
las mujeres (Uruguay). En los indicadores enumerados en 
cada documento del proyecto se hace mayor hincapié en el 
género y se lo pretende utilizar para evaluar los resultados 
de las OPD. Se identificaron 41 indicadores de 90 que se 
relacionan con los resultados relacionados con el género. 

Asimismo, resulta problemática la búsqueda de reformas 
de política macroeconómica que puedan tener un gran 
impacto negativo en las mujeres. Este es el caso de varias 
de las reformas discutidas en secciones anteriores. Por 
ejemplo, la eliminación de los subsidios a la gasolina en 
Ecuador y Sudán, o la adopción de una nueva estructura 
arancelaria que probablemente resultaría en precios 
más altos para los consumidores en Etiopía y Gambia. 
Estas prescripciones no van acompañadas de un análisis 
de impacto de género, por ejemplo, examinando si las 
mujeres y los hogares liderados por mujeres tienen más 
probabilidades de verse afectados negativamente debido 
a su mayor dependencia de los subsidios a la energía. Este 
es también el caso de las acciones previas que prescriben 
recortes en la masa salarial pública en Burkina Faso, 
Ecuador y Montenegro87. Por último, las acciones previas 
que prescriben medidas de apoyo a las empresas para la 
recuperación de la Covid-19 no especifican cómo deben 
diseñarse para dirigirse a las empresas dirigidas por 
mujeres, ni incluyen indicadores que ayuden a monitorear 
su impacto de género. 

La promoción de tales reformas es particularmente 
problemática a la luz del impacto desproporcionado de la 
pandemia del Covid-19 en las mujeres. La pandemia ha 
profundizado la importancia del trabajo doméstico y de 
cuidado para la organización de las actividades económicas, 
aumentando las responsabilidades de las mujeres88. Las 
políticas que resultan en un aumento del costo de los 
bienes y servicios esenciales se suman a estas cargas y 
profundizan la desigualdad de género. 
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El Financiamiento para Políticas de Desarrollo (FPD) fue 
creado en 2004 mediante la fusión de los Préstamos de Ajuste 
Sectorial (SECALS, por su sigla en inglés) y los Préstamos de 
Ajuste Estructural (SAL, por su sigla en inglés). Estos fueron 
muy utilizados en tiempos del Consenso de Washington 
promovido por el BM y el FMI, en la década de 1980 y principios 
de la década de 1990, y desempeñaron un papel fundamental 
en la promoción de los principios del neoliberalismo en 
la formulación de políticas de los países en desarrollo. La 
creación del FPD fue en gran medida un intento de abordar el 
fracaso cada vez más evidente de los ajustes estructurales y 
la crítica al uso de condicionalidades por parte del BM89. 

Como ya se ha visto en el apartado anterior, el FPD mantiene 
muchos de los problemas de sus predecesores. Esto se basa 
en gran medida en el uso de condicionalidades como un 
instrumento de influencia indebida en el espacio político de 
los países, lo que limita la adopción de caminos de desarrollo 
que divergen del plan del BM y socavan el diseño significativo 
y democrático del contrato social. Esto significa reducir la 
capacidad de los países de siquiera imaginar un modelo 
diferente para transformar y reconstruir su economía en el 
contexto de la recuperación de la Covid-19 y la transición 
climática, “a través del portal hacia un mundo diferente”.

En la raíz de estos problemas está el hecho de que, en 
última instancia, el FPD y el uso de la condicionalidad en 
los préstamos de políticas están arraigados y reproducen 
el sistema de relaciones neocoloniales injustas entre el 
Norte y el Sur. Aunque en un contexto mundial cambiante, 
estas son las mismas dinámicas de poder que han estado 
permitiendo la extracción de riqueza del Sur Global e 
impidiendo su desarrollo pleno y equitativo durante siglos90. 
En el núcleo mismo de este sistema injusto se encuentra la 
estructura de gobernanza del BM (y del FMI), con sus cuotas 
dominadas por el Norte. 

En las siguientes secciones se detallan las principales 
críticas actuales trasladadas al FPD, vinculándolas a la 
evidencia analizada en la Sección 2. 

3.1	 Un canal importante para la implementación 
	 del plan de políticas del BM 

El BM no es una institución monolítica y tampoco lo son sus 
recomendaciones sobre políticas. Sin embargo, algunas 
agendas de políticas tienden a prevalecer en la conducción 
de su trabajo operativo. En el último decenio han prevalecido 
dos programas en particular: el Doing Business y el 
Maximizar el financiamiento para el desarrollo (MFD, por su 
sigla en inglés). Eurodad ha sido muy crítica de ambos por su 
énfasis en la liberalización, la privatización, la dependencia 
excesiva de los mecanismos de mercado y el uso del 
financiamiento privado como centro para el desarrollo 
económico de los países.

Los rankings e informes Doing Business (DBR, por su sigla en 
inglés) han sido criticados repetidamente por empujar a los 
países a una carrera a la baja en términos de desregulación 
y liberalización91. A menudo, ha sido una competencia 
arraigada a intereses empresariales y motivaciones 
geopolíticas, guiada por la atracción de inversión extranjera 
en detrimento de los/as trabajadores/as y las empresas 
locales. El DBR ha sido objeto de varios escándalos 
relacionados con la presión indebida en la manipulación de 
datos para alterar la puntuación de los países92, al punto 
que, en septiembre de 2021, el BM anunció que suspendía su 
publicación93. Sin embargo, en la misma declaración, el BM 
también dejó muy clara su intención de continuar avanzando 
en su agenda de clima de negocios, descartando así una 
clara ruptura con el pasado. 

El enfoque de MFD promueve el financiamiento privado 
mediante el apoyo a cambios en el marco regulatorio 
para ofrecer condiciones más favorables a los inversores 
privados. Estos incluyen cambios en las leyes que alteran 
los cálculos de riesgo-ganancia y proporcionan subsidios, 
garantías y varios otros instrumentos de mitigación del 
riesgo94. Como se mencionó anteriormente, una herramienta 
importante para aprovechar la financiación privada 
promovida por el enfoque MFD son las APP. Se afirma que 
estas son más eficientes en la prestación de servicios 
públicos y desarrollo de infraestructura pero, de hecho, la 
evidencia continúa mostrando cómo están fracasando95, 
generalmente en detrimento de las personas más pobres.96

3. Los préstamos para políticas del 
Banco Mundial y sus descontentos

https://www.brettonwoodsproject.org/2019/12/ease-of-doing-business-what-does-it-conceal/
https://www.brettonwoodsproject.org/2019/12/ease-of-doing-business-what-does-it-conceal/
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Como se ve en la Sección 2, ambas agendas figuran con 
fuerza en las OPD aprobadas durante la pandemia del 
Covid-19, lo que también demuestran la falta de una ruptura 
clara con el pasado en el tipo de políticas promovidas. Las 
OPD examinadas tampoco se ocupan de las consecuencias 
de las reformas promovidas para los derechos humanos, 
en consonancia con el argumento del BM de que no puede 
incorporar consideraciones de derechos humanos en sus 
condicionalidades y préstamos de políticas en razón de su 
naturaleza política. Sin embargo, este mismo argumento no 
se aplica a las reformas económicas en el gasto social, la 
fiscalidad, el derecho laboral, la privatización y la regulación 
financiera, que tienen implicaciones igualmente políticas. 

3.2	 Incoherencia en el enfoque de la 
	 transparencia y la rendición de cuentas

El FPD y los préstamos para políticas en general son a 
menudo criticados por su enfoque irregular e incoherente 
con relación a la transparencia y la rendición de cuentas. Un 
problema importante es el uso de la condicionalidad como 
herramienta para aumentar la transparencia y la rendición 
de cuentas y luchar contra la corrupción. Aquí hay varias 
cuestiones en juego.

En primer lugar, el énfasis en la corrupción está fuera de 
lugar, ya que se centra principalmente en la corrupción 
estatal nacional y descuida la corrupción privada y 
transnacional, que tiende a prosperar en el tipo de APP 
a gran escala y en la inversión extranjera directa en 
infraestructura promovida por el BM97. De hecho, las 
medidas para eliminar la corrupción se han considerado 
fundamentales para mejorar la clasificación de un país en el 
DBR y atraer más inversión extranjera98. Como se mencionó 
anteriormente, el DBR se ha suspendido recientemente 
tras la evidencia de presión indebida y mala conducta ética 
en su producción. Esta continua demostración de conflicto 
de intereses en el asesoramiento del BM con respecto a la 
promoción empresarial socava seriamente su legitimidad 
cuando se trata de imponer condiciones y la confianza de que 
lo está haciendo en el interés de las personas más pobres.  

En segundo lugar, el enfoque del FPD confunde la 
condicionalidad política con las salvaguardias de transparencia 
en la contabilidad y la gestión de fondos. Estas últimas son 
realmente necesarias e importantes; algunas OSC incluso 
han pedido que se adjunten medidas de transparencia más 
fuertes a los préstamos de emergencia del FMI relacionados 
con la Covid-1999. Sin embargo, también señalaron que 
mejorar la transparencia requiere “supervisión pública, 
particularmente de los grupos de la sociedad civil y los medios 
de comunicación. Para facilitar la supervisión, los datos deben 
ser accesibles y suficientemente detallados, para evaluar 
y rastrear el gasto, y deben establecerse las condiciones 
para garantizar que las preocupaciones puedan plantearse 
de manera segura”100. Esto podría hacerse, por ejemplo, 
depositando el financiamiento para la Covid-19 en una cuenta 
bancaria separada, que se audite públicamente, y capacitando 
a los medios de comunicación y la sociedad civil para que 
examinen y utilicen estos datos. Estas medidas no requieren 
que se prescriba y aplique un marco de condicionalidad 
política. Como explicó el experto independiente en derechos 
humanos de la ONU, Juan Pablo Bohoslavsky: “Una cosa es 
crear un clima de negocios que fomente la inversión y reduzca 
los incentivos para la corrupción, [...] otra cosa es hacerlo 
sin salvaguardias institucionales efectivas ni consideración 
por los derechos humanos de las personas frente a actores 
empresariales y privados”.101

Un problema adicional, estrictamente vinculado al anterior, 
es que las OPD enfatizan la transparencia y la rendición 
de cuentas principalmente hacia el BM y sus accionistas, 
centrándose en la transparencia de la gestión fiscal y de 
la deuda, y en las compras públicas, mientras que, sólo 
ocasionalmente, se enfoca en los ciudadanos de un país. Se 
hace mucho menos hincapié en las medidas para garantizar 
la supervisión pública del gasto público y mejorar la 
rendición de cuentas del Estado hacia los ciudadanos 
frente a las consecuencias negativas a largo plazo de las 
políticas macroeconómicas, como también se observa en 
las OPD examinadas en la Sección 2.3. Esto arroja serias 
dudas sobre el grado en que estos instrumentos coercitivos 
pueden promover la apropiación por parte de los países 
(véase la Sección 3.3).102
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Por último, el propio FPD carece de transparencia y de 
rendición de cuentas. Si bien el BM ha puesto a disposición 
del público una base de datos en línea de las OPD y sus 
acciones previas103, comprender las implicaciones sociales 
y ambientales de largo alcance de estas medidas requiere 
un análisis sofisticado y conocimientos específicos de 
cada país. Por un lado, esto dificulta que el Banco Mundial 
rinda cuentas a la sociedad civil por los impactos de su 
asesoramiento en materia de políticas. Por otro lado, 
debilita su rendición de cuentas y conduce a un pobre 
historial de implementación de Análisis del Impacto Social y 
en la Pobreza (PSIA, por su sigla en inglés) de las OPD y de 
la generación de evidencia del impacto real del FPD en las 
personas y en la reducción de la pobreza.  

El PSIA se utiliza en el FPD como instrumento para 
determinar si las políticas apoyadas por una operación son 
susceptibles de tener efectos sociales y sobre la pobreza. 
El GEI del BM ha encontrado una gran variación en la 
cantidad y calidad de PSIA realmente realizados, con su uso 
dejado, en gran medida, a la voluntad del personal del BM 
y con necesidad de mejoras104. El informe del GEI también 
destaca la falta de un sistema para monitorear y evaluar 
los riesgos ambientales y sociales y su mitigación después 
de que se implementa una política y concluye que las 
políticas, los procedimientos, la orientación y las prácticas 
se caracterizan por una serie de lagunas e incoherencias, 
conceptos vagamente definidos, falta de rendición de cuentas 
e incentivos desalineados105. El FPD no está sujeto al MAS del 
BM, que se utiliza para identificar los riesgos ambientales y 
sociales de los proyectos del BM. 

Esto es realmente problemático dado que, en el FPD, el 
impacto de las reformas de políticas puede ocurrir mucho 
después de que el dinero se desembolse por completo, 
depende de cómo se implementen las reformas y, en el mejor 
de los casos, es difícil de atribuir. Aún más problemático es 
el pobre historial del BM en la conducción de revisiones de 
impacto del FPD. Estos se ejecutan supuestamente cada tres 
años. Sin embargo, la última Retrospectiva del FPD se llevó 
a cabo en 2015106, lo que significa que no hay evidencia de 
cómo estos han contribuido a lograr los objetivos del BM de 
erradicar la pobreza y mejorar la prosperidad compartida 
desde entonces. 

3.3	 El debilitamiento del espacio político y la 
	 apropiación democrática de los países 

A través del FPD, el BM ejerce una influencia increíble sobre 
la formulación de políticas de un país y puede restringir 
significativamente el espacio para la toma de decisiones 
endógenas y autónomas, especialmente si no se adhiere al 
plan del BM. Los diferentes canales a través de los cuales 
tiene lugar esta influencia han sido señalados y desafiados por 
académicos y la sociedad civil, especialmente en el Sur Global.

El FPD tiene una influencia directa en el espacio político 
de un país debido a la naturaleza legalmente vinculante de 
las acciones previas y la estricta alineación de las OPD con 
las otras herramientas del BM para la participación de los 
países, tales como el Marco de Asociación con el País y el 
Diagnóstico Sistemático. La influencia del FPD también actúa 
a través de una serie de canales indirectos de “poder blando”, 
que son difíciles de examinar. La ideología y las ideas de 
política del BM dan forma a las políticas nacionales a través 
de las condiciones de los préstamos107, pero también a través 
de servicios de investigación, análisis y asesoramiento108 y de 
su autoridad como institución experta.109

La influencia directa e indirecta del BM es a menudo el 
resultado de una dialéctica con los gobiernos de los países, 
en la que puede ser responsabilidad de los propios gobiernos 
proponer primero las reformas que se incluirán en las 
OPD. Sin embargo, en algunos casos, puede corresponder 
al BM impulsar reformas a las que se oponen los intereses 
nacionales establecidos o sugerir consultas con la sociedad 
civil. Sin embargo, incluso con tal dialéctica en juego, la 
dinámica de poder sigue siendo tal que el BM conserva el 
poder financiero y, por lo tanto, la capacidad de determinar el 
resultado del acuerdo, mientras que los países en el mejor de 
los casos “adaptan sus preferencias” a las del BM.

La fuerza de la influencia del BM también proviene de su 
estrecha alineación con la del FMI y otras instituciones 
internacionales110. Como se observa en la Sección 2.2, los 
países que pueden acogerse a las OPD suelen tener un 
programa del FMI o han completado recientemente uno. En 
los últimos años han aumentado los esfuerzos por aumentar 
la coordinación multilateral en materia de préstamos para 
políticas y financiamiento nacional para el desarrollo en 
general. Por ejemplo, en 2017 se adoptaron los Principios del 
G20 para la coordinación efectiva entre el FMI y los BMDs en 
el caso de países que requieren financiamiento mientras que 
enfrentan vulnerabilidades macroeconómicas111. Estos fueron 
actualizados en 2018 y, más recientemente, en 2021112. 
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Si bien los esfuerzos de coordinación multilateral se 
describen como objetivos para aumentar la coherencia y 
la eficacia de las políticas, encierran efectivamente a los 
países en múltiples marcos de condicionalidades políticas 
que imponen una adhesión estricta a un plan de políticas 
en particular y no dejan espacio para buscar soluciones 
alternativas y combinaciones de políticas que surgen de 
enfoques basados en los derechos113. La coherencia de las 
políticas es entonces otro canal para fortalecer la influencia 
del Norte Global en la formulación de políticas nacionales en 
los países en desarrollo.

Un ejemplo notable de esta dinámica son los esfuerzos 
realizados por el BM y el FMI para reducir la masa salarial 
pública y el salario mínimo en Ecuador114. El FMI recomendó 
por primera vez una contención de ambos en 2015115, en 
el programa de préstamos acordado en 2019116 y en su 
renovación de emergencia por la Covid-19 en 2020117. Por 
su parte, el  BM ha incluido acciones previas que exigen lo 
mismo en sus OPD con Ecuador. Por ejemplo, la segunda OPD 
de Crecimiento Inclusivo y Sostenible de 2020 requiere que el 
gobierno “reduzca el número de salarios mínimos sectoriales 
y ocupacionales que se fijan y mejore el cronograma para 
establecer salarios mínimos”. 

La apropiación se ve aún más debilitada por el pobre historial 
de participación de las partes interesadas y responsabilidad 
ciudadana que se destacó anteriormente, y que desafía el 
propósito del apoyo presupuestario. 

El FPD requiere la consulta de las partes interesadas durante 
la fase de preparación. Sin embargo, en una muestra de 
OPD realizadas entre los EF11 y EF16 el GEI del GBM118 
encontró que, cuando se realizaban consultas con las partes 
interesadas, era siempre en el contexto de la discusión del 
plan nacional de desarrollo o la estrategia de reducción de 
la pobreza de un país, en lugar de centrarse en las reformas 
en juego. La mayoría de las OPD no informaron qué partes 
interesadas fueron consultadas y, si lo hicieron, solo se 
referían a categorías generales como “la academia”, “las 
OSC” o “el sector privado”. Los mecanismos para involucrar 
a las partes interesadas tampoco son un sustituto de la 
discusión y supervisión parlamentaria, que rara vez se 
menciona explícitamente en las OPD. 

El apoyo presupuestario por sí solo es una herramienta ideal 
para promover la apropiación nacional, pero su monitoreo 
y supervisión por parte de la sociedad civil y los ciudadanos 
es difícil a menos que se diseñen mecanismos y flujos de 
información adecuados con la intención de apoyar la consulta 
y participación ciudadana.

3.5	 La hipocresía de las “condicionalidades verdes” 

A simple vista, la urgencia de la crisis climática y el difícil 
desafío que plantean los objetivos del Acuerdo de París 
pueden justificar el uso de préstamos para apoyar políticas 
y las condicionalidades políticas para acelerar la transición 
energética. Muchos países de ingreso bajo y medio son 
grandes productores de combustibles fósiles, carbono o gas 
y la salida gradual de estos sectores generará resistencia 
por parte de actores económicos y sociales. Por lo tanto, las 
condicionalidades ayudarían a acelerar el cambio económico 
y político tan necesario.

Sin embargo, la transición energética se basa en una 
injusticia mundial fundamental: se pide a los países pobres 
que emprendan una rápida transformación en la forma en 
que producen y utilizan la energía para abordar un problema  
– el exceso de emisiones de carbono en la atmósfera – que 
sólo han contribuido marginalmente a generar. No solo la 
producción histórica de emisiones de carbono es generada 
casi en su totalidad por el Norte Global119, sino que todavía 
hoy el 10% más rico de las personas en el mundo produce 
alrededor de la mitad de las emisiones mundiales. La mitad 
más pobre de la población mundial, 3.500 millones de 
personas, es responsable de solo el 10% de las emisiones de 
carbono120. Sin embargo, los países ricos no han cumplido 
con su compromiso de proporcionar USD 100.000 millones en 
financiamiento contra el cambio climático para ayudar a los 
países en desarrollo en su transición energética121. Esto por 
sí solo hace que el uso de condicionalidades – y de cualquier 
otro instrumento de prevaricación del Norte Global y de las 
instituciones internacionales – sea hipócrita e inapropiado. 

Otros elementos en juego hacen que el uso de 
condicionalidades verdes por parte del BM sea difícil de 
justificar. Como se ha señalado anteriormente, las acciones 
previas aplicadas en los dos últimos años reflejan, en el 
mejor de los casos, la contradicción del BM al tratar con los 
combustibles fósiles (promoviendo la salida gradual con 
una mano e incentivando la inversión con la otra), al tiempo 
que se considera la participación del sector privado como la 
solución definitiva a todos los problemas. 
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En este sentido, las condicionalidades verdes son solo otro 
punto de entrada para la influencia indebida en el espacio 
político de los países que se utilizará como el barniz 
verde de los programas que impulsan la liberalización y 
la privatización para restringir el espacio fiscal. En última 
instancia, los países en desarrollo no necesitan ser obligados 
a tomar medidas sobre el clima a través de la condicionalidad 
política. Las NDC son obligaciones de los países que no 
necesitan una institución dirigida por el Norte (como el BM) 
para poner condiciones a su camino de desarrollo. Lo que el 
Sur Global necesita es que se le den los recursos y el espacio 
político para tomar medidas sobre el clima y poder hacerlo 
mientras cuida los derechos humanos fundamentales de 
sus pueblos, sin replicar la injusticia mundial que sustenta la 
crisis climática y la necesidad de transición energética.
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4. La superación de la doctrina de los 
préstamos para políticas: el camino a seguir

Al liderar la respuesta a la pandemia, el Banco Mundial 
tuvo la oportunidad de comenzar a desempeñar un papel 
verdaderamente progresista y transformador y ayudar a 
los países a reconstruir sus economías en el contexto de 
la recuperación de la Covid-19 y la transición climática, “a 
través del portal hacia un mundo diferente”. 

Sin embargo, sobre la base del análisis del uso de los 
préstamos para políticas del BM en la respuesta a la Covid-19, 
hasta ahora el BM no ha logrado romper con el pasado. 

La continuidad con el pasado es evidente en el tipo de 
políticas promovidas en los proyectos de FPD, así como en la 
continua dependencia de acciones previas como instrumento 
para vincular la condicionalidad al apoyo presupuestario. 
Este uso del FPD afianza una forma de provocar un cambio 
que se basa en dinámicas de poder neocolonial, con las 
instituciones internacionales del Norte Global que continúan 
ocupando el espacio político de los países en desarrollo. 

Se necesitan reformas estructurales profundas para que 
el BM comience a ayudar a los países a convertir la crisis 
en una oportunidad para construir un modelo económico 
más justo y sostenible y reforzar la apropiación nacional. 
Esto incluye la prestación de apoyo presupuestario sin 
condicionalidad política u otras formas de coerción, sino 
más bien con medidas que fortalezcan la transparencia en 
la contabilidad y la rendición de cuentas a los ciudadanos. 
También implica alejarse del proyecto político del BM 
centrado en el financiamiento privado e ignorante de las 
cuestiones de género, y comenzar a promover reformas que 
sean el resultado de una consulta significativa y transparente 
con la sociedad civil local. 

Es necesario un examen sustantivo de la política operacional 
del FPD para evitar la promoción de un programa de 
políticas sesgado y para respetar plenamente la apropiación 
democrática al influir en la formulación de políticas 
nacionales. Esto requiere que el BM: 

i.	 minimice el uso de acciones previas;

ii.	 ponga fin al uso de las condicionalidades de política 
económica, en particular las centradas en la 
consolidación fiscal y en el fortalecimiento del papel del 
sector privado en la prestación de servicios públicos; 

iii.	 aumente las consultas significativas con una gama 
más amplia de partes interesadas, incluidas las 
organizaciones de la sociedad civil, los sindicatos y las 
organizaciones de derechos de las mujeres; 

iv.	 promueva reformas que se centren explícitamente 
en el fortalecimiento de la supervisión pública y la 
participación ciudadana en la rendición de cuentas fiscal;

v.	 fortalezca la evaluación de la pobreza y el impacto 
social del FPD, incluida la elaboración de una política de 
derechos humanos y una metodología de evaluación del 
impacto, que se aplicará tanto a los proyectos como a los 
préstamos para políticas; 

vi.	 adopte medidas para aumentar la transparencia y 
la rendición de cuentas del FPD, a fin de permitir a 
los ciudadanos y a la sociedad civil monitorear los 
proyectos de FPD y su impacto en las políticas públicas. 
Esto incluye una mayor transparencia sobre qué 
partes interesadas han sido consultadas y cómo se ha 
tenido en cuenta su opinión; la actualización periódica 
y sistemática de la base de datos de las OPD con 
las acciones previas y la cantidad desembolsada; la 
realización de una Retrospectiva más frecuente del FPD 
con una mayor consulta de la sociedad civil. 

El BM también debería llevar a cabo urgentemente una nueva 
actualización de la Retrospectiva del Financiamiento para 
Políticas de Desarrollo con el fin de evaluar su contribución 
a los objetivos del BM de erradicar la pobreza y mejorar la 
prosperidad compartida.

Por último, para recuperar credibilidad y legitimidad, el 
BM debe llevar a cabo un examen profundo de la forma 
en que lleva a cabo su investigación y cómo la traduce en 
asesoramiento político, incluido el uso de las condicionalidades 
y la asistencia técnica remunerada y no remunerada.
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